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Los autores analizan las principales implicaciones del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas

urgentes para la modernización de la Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

Este Real Decreto-Ley encaminado a la realización de reformas estructurales que permitirán un cambio del modelo productivo para la

recuperación de la economía tras la pandemia causada por la COVID 19, se enmarcan en Instrumento Europeo de Recuperación de 21 de

julio de 2020 dotado con unos fondos económicos de los cuales corresponderían a España unos 140.000 millones de euros para el periodo

2021-26.

En este contexto, lleva a cabo la regulación de los nuevos Proyectos Estratégicos para la Recuperación y Transformación Económica

(PERTES).

Además, el RD-Ley modifica, entre otras, la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público y la Ley 9/2017, de 8 de

noviembre, de Contratos del Sector Público. 

Pandemia; Covid; Administración Pública; PERTES; convenios administrativos;

El pasado 30 de diciembre el Consejo de Ministros procedió a la aprobación, mediante Real Decreto Ley, de un conjunto de
medidas normativas cuyo objeto es una correcta y adecuada ejecución del Plan Nacional de Recuperación, Transformación
y Resiliencia.  
Un correcto enfoque de las referidas medidas exige analizar, sucintamente, el origen de la misma. Por ello debemos
comenzar indicando que el fundamento de las profundas modificaciones jurídicas que trae consigo el RDL 36/2020 no es
otro que la pandemia originada por la COVID-19, o mejor sea dicho, las consecuencias que la misma pueden llegar a generar.
La raíz de la vorágine normativa en que nos encontramos inmersos se encuentra, pues, en tratar de mitigar los efectos
negativos que la emergencia sanitaria puede extender al ámbito socioeconómico en un contexto de máxima incertidumbre.
Abordar los retos que esta situación extraordinaria planteará en los próximos años se ha convertido en cuestión prioritaria
no solo a nivel nacional sino europeo. Baste recordar las conclusiones de la Reunión Extraordinaria del Consejo UE de 21 de
julio de 2020, que venían a establecer que el carácter excepcional de la situación económica y social derivada de la COVID-
19 exigía la adopción de medidas excepcionales para respaldar la recuperación y la resiliencia de las economías de los
Estados Miembros, lo que, a su vez, provocaba la necesidad de contar con importantes inversiones públicas y privadas a
escala europea. Fruto de ello, la UE ha reforzado el marco financiero plurianual (2021-2027) con un Mecanismo
extraordinario de naturaleza temporal, el "Next Generation EU" que cuenta con una dotación de 750.000 millones de euros,
de los cuales, corresponden a España unos 140.000 millones de euros, una cuantía a la que se podrá acceder tanto en forma
de préstamos como de transferencias (a fondo perdido) siempre que el destino de los mismos esté destinado a las acciones
incluidas dentro del Plan Nacional sujeto a aprobación de las Instituciones Europeas.  
La elaboración y aprobación del Plan Nacional de Recuperación, Transformación y Resiliencia (en adelante PRTR) es un
primer paso (fundamental) para instrumentar el importante volumen de financiación que la UE pone a disposición de los
Estados Miembros para tratar de paliar las potenciales consecuencias negativas de la COVID-19. Sin embargo, la correcta
canalización de los fondos europeos pasa, necesariamente, por contar con un adecuado marco normativo-institucional, y es
precisamente este Real Decreto ley el que sale al paso de esta necesidad, abordando un conjunto de reformas sistemáticas
(la mayoría en el ámbito de la Administración pública) que permitan afrontar los retos y oportunidades derivados de esta
situación extraordinaria.  
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Como ya se ha dicho, el PRTR constituye el elemento central de la reforma, no en vano, su aprobación (y visto bueno por la
Comisión Europea) se antoja necesaria para la recepción de los fondos. El propio RDL dedica sus artículos doce y trece a
este instrumento "rector" que tendrá como ejes transversales la transición ecológica, la transformación digital, la igualdad
de género y la cohesión social, económica y territorial. Su aprobación corresponde al Consejo de Ministros (que jugará un
papel trascendental en algunos aspectos de la reforma como en materia de PERTES), sin perjuicio de contar con la
colaboración en el proceso de elaboración de CCAA, EELL, sindicatos y patronal. 
Expuestas estas consideraciones preliminares acerca del objetivo y finalidad de la norma, debemos ahora detenernos en el
conjunto de medidas que aborda el RDL. El citado instrumento normativo consta de 69 artículos estructurados en cuatro
Títulos, a lo que se añaden: seis Disposiciones Adicionales; una Transitoria; una Derogatoria; y trece Disposiciones Finales. 
El primero de los Títulos bajo la rúbrica de "Disposiciones Generales" (artículos 1 a 6), además del objeto y ámbito de
aplicación de la norma, aborda un conjunto de principios y directrices de gestión y coordinación en el ámbito de la
Administración Pública como medidas de modernización que permitan una gestión más ágil y eficaz en la absorción de los
fondos europeos.  
El Título II "Medidas de ámbito general" estructura en dos capítulos, un conjunto de medidas de carácter general (y, por
tanto, con vocación de permanencia en el tiempo, o lo que es lo mismo, no ligadas necesariamente a la ejecución de
proyectos en ejecución del PRTR), que permitan la consecución de una Administración con instrumentos del siglo XXI tal y
como reza el Preámbulo de la norma. De ahí que el primero de los capítulos esté destinado a la simplificación de la
tramitación de los convenios administrativos. El artículo siete contiene un simple mandato de gestión (cuya eficacia podrá
apreciarse (o no) con el paso del tiempo), disponiendo que los gestores de convenios administrativos deben hacer uso de los
recursos disponibles para que la tramitación se efectúe en un periodo de tiempo que permita el cumplimiento eficaz de los
fines que se persiguen con su formalización. Sin embargo, las medidas más importantes en relación con los convenios
administrativos no se encuentran precisamente en el Capítulo I del Título II de la norma sino en la Disposición Final Segunda
que, con carácter general, aborda la modificación de la Ley (40/2015) de Régimen Jurídico del Sector Público y en el
artículo 59 del RDL que, específicamente, introduce modulaciones en su tramitación cuando entran en liza los fondos
europeos.  
A raíz de la reforma acometida por el RDL 36/2020, el régimen jurídico aplicable a todo convenio administrativo (sin
distinciones) varía, simplificando la tramitación y procedimiento, cuya ordenación sistemática debemos por vez primera en
nuestro ordenamiento a la LRJSP. Así, con el fin lograr la mayor celeridad y agilidad administrativa (finalidad que subyace
en cada artículo del RDL) los convenios suscritos por la AGE o sus organismos o entidades de derecho público vinculados o
dependientes resultarán eficaces una vez inscritos en el plazo de cinco días hábiles desde su formalización, plazo que no
contemplaba la redacción originaria de la Ley. Asimismo, respecto a los trámites preceptivos para la suscripción de
convenios, la modificación del régimen general mantiene el informe del correspondiente servicio jurídico, si bien introduce
un plazo máximo de siete días para su emisión. Lo mismo sucede con cualquier otro informe preceptivo que sea exigible por
la normativa aplicable en tanto habrá de emitirse en plazo de siete días hábiles, transcurridos los cuales continuará su
tramitación, con independencia de si ha sido o no emitido el referido informe. Plazo asimismo de siete días hábiles se viene
a establecer para la emisión de autorización previa del Ministerio de Hacienda para la firma, modificación, prórroga y
resolución de mutuo acuerdo, con la novedad de que una vez transcurridos, se entienda otorgada.  
Ahora bien, cuando además se trate de convenios suscritos para la ejecución de proyectos con cargo a los fondos europeos
(incluidos, por tanto, dentro del PRTR), el artículo 59 del Real Decreto Ley 36/2020 establece singularidades añadidas en su
tramitación. De este modo, no se requiere informe del servicio jurídico ni cualquier otro informe preceptivo que establezca
la normativa en cada caso pues excluye de su tramitación las letras a) y b) del artículo 50.2 LRSP. Excluye también la
autorización del Consejo de Ministros a que se refiere el Acuerdo del Consejo de Ministros de 15 de diciembre de 2017, en
relación a convenios con CCAA, así como también la autorización de Consejo de Ministros cuando el importe sea superior a
12 millones de euros (artículo 74 LGP) y la del Ministerio de Hacienda de la DA undécima de la Ley 17/2012.  
Otra novedad significativa prevista para esta clase de convenios es el plazo de su duración, pudiendo exceder del máximo
legalmente previsto con carácter general para este tipo de instrumentos (cuatro años), alcanzando (pudiendo alcanzar) la
duración de seis años prorrogables por otros seis. 
En definitiva, una flexibilización en la tramitación de convenios administrativos que, si bien pudiera ser necesaria en aras de
eliminar innecesarias trabas administrativas, se traduce asimismo en un menor control y fiscalización en su
instrumentación.  
Retornando de nuevo al Título II de la norma, su capítulo II aborda (también como medida de alcance general) una nueva
forma de colaboración público-privada: los PERTE o Proyectos Estratégicos para la Recuperación y Transformación
Económica. Esta figura jurídica es uno de los pilares centrales de la reforma pues su introducción obedece a la necesidad de
aunar inversión pública y privada para la más rápida y eficaz recuperación.  



De especial interés resulta la definición de PERTE. Así, el artículo 8 del RDL 36/2020, señala: "podrán ser reconocidos como
Proyectos Estratégicos para la Recuperación y Transformación Económica, aquellos proyectos de carácter estratégico con
gran capacidad de arrastre para el crecimiento económico, el empleo y la competitividad de la economía española". 
Frente a la imprecisión en la calificación de un proyecto como PERTE que planteaba el Ejecutivo en el inicial borrador de la
norma, el apartado tercero del artículo ocho sí contiene un conjunto de parámetros, si bien no tasados, que permiten inferir
qué proyectos pueden merecer el calificativo de PERTE con los consiguientes beneficios que el nuevo RDL concede a este
novedoso instrumento jurídico. Tener un importante carácter innovador o aportar un importante valor añadido en términos
de I+D+i son algunos de los criterios que permitirán al Consejo de Ministros (a propuesta del titular o titulares del
Departamento o Departamentos Ministeriales competentes por razón de la materia) declarar qué proyectos pueden ser
considerados como PERTE, precisando el artículo ocho que podrá ostentar dicho calificativo tanto un proyecto único como
un proyecto integrado (conjunto de proyectos). Cabe señalar que el carácter no tasado de los criterios de calificación
constituye muestra evidente del carácter discrecional de la nueva potestad del Ejecutivo (tanto en términos de propuesta
como de resolución).  
De otro lado, el artículo nueve del RDL 36/2020 aborda el vehículo principal para la articulación de los PERTE: el Registro
Estatal de Entidades interesadas en los Proyectos Estratégicos para la Recuperación y Transformación Económica.
Dependiente del Ministerio de Hacienda, el Registro (público) se dividirá en Secciones para cada uno de los proyectos
calificados como tales, de modo que toda entidad (ya sea pública o privada) vinculada al desarrollo de un PERTE, habrá de
figurar incluida en la Sección correspondiente. 
El RDL da un paso más con relación al inicial borrador y aborda en su artículo diez el proceso para la acreditación de las
entidades interesadas en un PERTE. De este modo, toda entidad interesada deberá obtener la correspondiente acreditación
por parte del Ministerio competente con el fin de que, una vez obtenida, se proceda a su inscripción en el Registro (en plazo
de tres días). Particularmente relevante es la inexistencia de plazo para solicitar la acreditación de entidad interesada, si
bien sí existe plazo máximo de resolución de la solicitud por el órgano competente (tres meses) teniendo el silencio
administrativo, carácter desestimatorio. Al no haberse introducido ninguna particularidad sobre este aspecto, entendemos
que la desestimación de una solicitud seguirá el curso ordinario de impugnación jurisdiccional previsto en la LJCA previo
agotamiento de la vía administrativa. Todo ello en el buen entendido de que, al ser la acreditación un presupuesto para
acceder al Registro, puede sostenerse que aquélla sería un acto de trámite del procedimiento que, siendo cualificado (por
impedir la válida prosecución del procedimiento), deviene en impugnable de forma autónoma y separada de la resolución
finalizadora del procedimiento. 
Igualmente se ha de destacar la importancia que reviste la inscripción en el Registro de las entidades interesadas a efectos
del acceso a los fondos que la UE pone a disposición de los Estados Miembros a través del mecanismo financiero
excepcional Next Generation EU. En particular, el artículo once del RDL establece que dicha inscripción puede erigirse como
requisito imprescindible para ser beneficiario de ayudas siempre que así se prevea en las bases reguladoras o en la
convocatoria (cuando esta última incluya las bases reguladoras) y en todo caso con estricto respeto a la Ley de Garantía de
Unidad de Mercado (preocupación por garantizar el respeto a la competencia y unidad de mercado que también aparece en
diversas partes del articulado de la norma).  
Por otro lado, en el Título III se encuentra el régimen de lo que se califica como instrumentos de gestión del Plan de
Recuperación, Transformación y Resiliencia. Al margen de los artículos destinados a la regulación del Plan Nacional que ya
hemos tenido ocasión de analizar, el Capítulo II contiene las "estructuras de gobernanza" para posteriormente abordar (en
Capítulo III) "los instrumentos de gestión pública".  
La principal estructura de gobernanza resulta ser la Comisión para la Recuperación, Transformación y Resiliencia que,
presidida por el Presidente del Gobierno, tiene por principal función establecer las directrices generales de desarrollo y
ejecución del PRTR, así como su seguimiento estratégico (sin perjuicio del seguimiento que realizará el Departamento de
Asuntos Económicos y G20 de Presidencia del Gobierno ex artículo 16). Como órgano colegiado de la AGE (integrado por un
máximo de veinte miembros), se encuentra el Comité Técnico que será el responsable de, entre otras funciones,
proporcionar soporte técnico a la Comisión y a la Autoridad Responsable del Mecanismo para la Recuperación y Resiliencia.
Sobre esta última, tiene la consideración de Autoridad Responsable del MRR ante las Instituciones Europeas, la recién
creada (por Real Decreto 1182/2020 de 29 de diciembre) Secretaria General de Fondos Europeos, dependiente del Ministerio
de Hacienda y de la que a su vez depende la Dirección General del Plan y del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia.
También se ha de destacar dentro de las estructuras de gobernanza, el importante papel que jugará la IGAE como Autoridad
de control, la Conferencia Sectorial del PRTR como órgano de cooperación con las CCAA o la rendición de cuentas
trimestral que el Gobierno debe efectuar ante la comisión mixta para la UE de las CCGG. Resulta loable que la rendición de
cuentas sea trimestral y no semestral o anual como ocurre en otras materias (también es cierto que la importancia de este
asunto así lo exige), si bien es cierto que hubiera sido deseable la participación directa de alguna Autoridad Independiente
como la AIREF que bien pudiera ostentar un papel protagonista en el proceso de fiscalización del conjunto de actuaciones
que se desplieguen bajo el nuevo marco institucional. 



Por otra parte, el mismo Título III, contiene en los artículos 23 a 36 una serie de medidas con marcado carácter interno
desde un punto de vista organizativo. Así, desde la elaboración de instrumentos de planificación estratégica en cada
Departamento Ministerial (por parte de las Subsecretarías) hasta la potenciación en el uso de medios digitales, pasando por
el (necesario) refuerzo de recursos humanos en los Ministerios y organismos públicos con competencias en la materia a
través de la creación de unidades temporales para la gestión de proyectos incluidos dentro del ámbito de ejecución del
PRTR.  
Todas estas medidas de carácter puramente organizativo evidencian una verdadera reordenación de recursos materiales,
financieros y humanos en el ámbito de la Administración, y no son sino buena muestra del impacto que puede llegar a tener
a nivel socioeconómico en los próximos años la gestión de los fondos procedentes de la UE. No obstante, y lejos de restar
importancia a las mismas, debemos detenernos más detalladamente en las medidas que contiene el último de los títulos del
RDL, pues precisamente allí es donde se recogen el conjunto de novedades normativas que vertebran las modulaciones
sustantivas necesarias para mitigar el impacto negativo de la COVID-19 a través del estímulo de la inversión pública y
privada.  
De este modo, el Capítulo I aborda un conjunto de especialidades en materia de gestión y control presupuestario. Destacan
cuestiones como la posibilidad de proceder a la tramitación anticipada de expedientes de gasto de ejercicios posteriores
(hasta la fase de compromiso de gasto artículo 73.3 LGP) en expedientes financiados con fondos procedentes del
Mecanismo extraordinario Next Generation EU (ya sea del MRR o del REACT UE) o el incremento desde el 10% (Artículo 21.3
LGP) hasta el 50% de los anticipos de fondos comprometidos con carácter previo a la ejecución y justificación de las
prestaciones en expedientes de gasto al amparo del nuevo RDL. 
De otro lado, se introducen en el Capítulo II (artículos 47 y 48), medidas de flexibilización en la tramitación de
procedimientos. Amén de otras especialidades, se prevé la declaración de urgencia en el procedimiento de elaboración de
normas adoptadas en el marco de la ejecución de los fondos europeos para el PRTR, así como la aplicación de la reducción
de plazos prevista en el artículo 26.5 de la Ley del Gobierno en la elaboración de las mismas. En lo que se refiere a
procedimientos administrativos, se declara la tramitación de urgencia y el despacho prioritario de procedimientos que
impliquen la ejecución de gastos con cargo a fondos europeos dentro del PRTR, sin necesidad de acuerdo adoptado por el
órgano competente.  
El capítulo III recoge modulaciones del régimen de contratación pública completándose la reforma mediante la modificación
de la Ley 9/2017. Se contemplan novedades en relación a contratos que se vayan a financiar con fondos procedentes del
PRTR tales como: la no necesidad de recabar autorización del Consejo de Ministros prevista en el artículo 324 LCSP (por
ejemplo cuanto el valor estimado es igual o superior a doce millones de euros); la posibilidad de acordar por el órgano de
contratación la tramitación de urgencia prevista en el artículo 119 LCSP y la preferencia en el despacho respecto a otro tipo
de contratos; se elevan los umbrales respecto al valor estimado para aplicar el procedimiento abierto simplificado (tanto
abreviado como ordinario); se permite la elaboración de pliegos-tipo de cláusulas administrativas y técnicas; se prevé un
específico régimen de cálculo de recuperación de la inversión en contratos de concesión de obras y concesión de servicios
financiados con cargo a fondos incluidos dentro del PRTR; asimismo, se exceptúa la autorización de Consejo de Ministros
prevista en el artículo 32 LCSP en caso de encargos a medios propios para la aplicación de los fondos procedentes del Plan
(resulta igualmente interesante que ICEX deja de tener la consideración de medio propio conforme a la Disposición
Derogatoria y Disposición Final Segunda); y se reducen plazos en el recurso especial en materia de contratación. 
Tras recoger las especialidades en la tramitación de convenios con financiación procedente de los fondos de la Unión que ya
hemos tenido ocasión de analizar previamente, los artículos 60 y siguientes abordan las particularidades en el régimen de
subvenciones financiables con fondos europeos.  
Así, en lo que a subvenciones financiables con fondos europeos se refiere, podemos destacar las siguientes novedades: con
el fin de agilizar su tramitación, se permite que las bases reguladoras de esta clase de subvenciones puedan incorporar la
convocatoria de las mismas; se eliminan informes y autorizaciones tales como la autorización de Consejo de Ministros en
subvenciones de cuantía superior a 12 millones de euros o el informe del Ministerio de Hacienda para el otorgamiento de
subvenciones en que se acrediten razones de interés público, social, económico o humanitario (en este punto la norma
definitiva ha rectificado la inicial redacción del proyecto de RDL pues aunque elimina el citado informe del Ministerio de
Hacienda – artículo 28.2 LGS – sin embargo, no permite que por el solo hecho de que una entidad esté inscrita en el Registro
de entidades interesadas en los PERTE se presuma la concurrencia de los supuestos del artículo 22 LGS a efectos de la
concesión directa de subvenciones). Por otro lado, se permite la concesión de esta clase de subvenciones mediante
resolución de concesión por orden de presentación de solicitudes hasta el agotamiento del crédito presupuestario
consignado a tal fin, una vez comprobado el cumplimiento de los requisitos exigibles cuando se trate de subvenciones no
concurrenciales. Asimismo, el RDL modula (mediante una exigencia menos rigurosa) el régimen de justificación de la
aplicación de este tipo de subvenciones y de otro lado permite la tramitación anticipada sin crédito disponible de las
mismas. 



También debemos llamar la atención sobre el Capítulo VII del Título IV pues regula los instrumentos de colaboración
público-privada para la ejecución del Plan Nacional. Así, al margen de lo ya visto acerca de la figura de los PERTES, se
abordan las especialidades tanto en materia de Agrupaciones, Consorcios y Sociedades de Economía Mixta.  
En materia de Agrupaciones prevé el RDL que las bases reguladoras de subvenciones vinculadas al PRTR puedan establecer
la posibilidad de que sean beneficiarias de la subvención las agrupaciones de personas físicas o jurídicas mediante la
suscripción previa de un acuerdo interno, teniendo en tal caso, todos los miembros de la agrupación la consideración de
beneficiarios.  
Igualmente se permite la creación de consorcios para la ejecución de proyectos vinculados al PRTR, previo informe
favorable del Comité Técnico excluyéndose la autorización legal que, con carácter general, exige la LRJSP.  
Finalmente destacar que también se introducen importantes variaciones en materia de evaluación ambiental tanto en el
artículo 66 de la norma como en la Disposición Final Tercera, procediendo ésta última a la modificación de la Ley 21/2013 de
9 de diciembre de Evaluación ambiental.  
Concluimos este estudio con una serie de conclusiones, a saber:  
1º. En primer lugar, debemos destacar el intento del Ejecutivo de llevar a cabo una profunda reforma en diferentes aspectos
del Sector Público, abordando en una única norma tanto aspectos de carácter sustantivo como de pura organización
administrativa, de modo que este RDL pretende erigirse en pilar esencial de una reforma integral para la consecución de su
objetivo primordial: lograr la máxima agilidad y eficacia administrativa en la absorción de los fondos europeos en orden a
afrontar los nuevos retos derivados de la COVID-19.  
2º. En segundo término y consecuencia de lo anterior, una mayor flexibilidad en el conjunto de trámites relacionados con la
gestión de dichos fondos, produce como efecto (probablemente no deseado y, desde luego, en modo alguno deseable), un
minoración y reducción de los mecanismos de control y fiscalización de fondos públicos, lo que puede ocasionar problemas
de mala aplicación de este loable instrumento. Precisamente por ello hubiera sido acertado introducir como actor
fundamental en la gestión del instrumento a alguna Autoridad Independiente que velara por la correcta gestión de los
fondos. 
3º. Finalmente, merece la pena destacar una consideración acerca del instrumento estrella de la norma: los PERTE, sin
duda, uno de los principales atractivos de la reforma. En nuestra opinión, tratar de afrontar los retos que como país afronta
España a través de instrumentos que permitan la colaboración de entidades públicas y privadas es un verdadero acierto.  
No falta, al parecer, voluntad en la consecución de los objetivos que el preámbulo deja entrever: agilidad, eficacia,
flexibilización de trámites y procedimientos; eliminación de trabas administrativas; mayores medios materiales, financieros
y humanos. El tiempo dirá si esta norma (y este instrumento) sirve para dar respuesta, como presupuesto legitimador de
ese espacio público compartido que debe ser un Estado, a la necesidad generada por una pandemia cuyos efectos
económicos son, qué duda cabe, devastadores.  


